
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA Nº 42 DE MADRID
PARA ANTE LA AUDIENCIA PROVINCIAL

SOFIA PEREDA GIL, Procuradora de los Tribunales, en nombre de la ASOCIACION 
DE INTERNAUTAS, cuya representación tengo debidamente acreditada en los autos 
de Juicio Ordinario nº 379/04, ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda 
en Derecho, DIGO:

Que con fecha 20 de julio pasado, se notificó a esta parte la Providencia del día 15 
anterior por la que se tiene por preparado el recurso de apelación, emplazando a 
esta representación por término de veinte días para interponerlo,  y evacuando el 
trámite conferido, dentro del plazo señalado, procedo a  INTERPONER recurso de 
apelación que fundamento en las siguientes:

ALEGACIONES

PRIMERA.-  Con  relación  a  la  excepción  de  falta  de  acuerdo  societario  para 
interponer el procedimiento entablado:

En la contestación a la demanda, esta parte ya adujo dicha excepción que aparece 
basada en los propios estatutos sociales de la entidad demandante. En la audiencia 
previa, dicha cuestión fue resuelta siendo desestimada, formulándose por esta parte 
el oportuno recurso y posterior protesta a los efectos que aquí interesan. Todo ello es 
de ver en la grabación correspondiente de dicho acto.

Esta parte considera que la entidad demandante Sociedad General de Autores y 
Editores, no pudo interponer el procedimiento de referencia al faltar el preceptivo 
acuerdo societario que así lo acordara.

El procedimiento versa sobre protección jurisdiccional del derecho al honor, por lo 
que sin existir acuerdo del órgano competente que considerase que dicho derecho 
había sido vulnerado, no pudo entablarse válidamente el  procedimiento.  En este 
sentido, los propios estatutos sociales así lo dispone de forma expresa: el apartado l) 
del artículo  65 (documento número 2 de la demanda, página 25 del mismo), tiene 
establecido  que  le  corresponde  a  su  Consejo  de  Dirección  “La  realización  de 
cualesquiera  actos  o  contratos  de  administración,  adquisición,  disposición, 
enajenación y gravamen y decidir acerca del ejercicio, en juicio y fuera de él, de toda 
clase de acciones.”



El Magistrado a quo -dicho sea con el debido respeto- confundió la legitimación que 
asiste a entidades como la demandante para ejercer los derechos confiados a su 
gestión,  legitimación  que  deriva  de  lo  establecido  en  el  artículo  150  del  Texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, con los propios derechos de la entidad, 
que es de lo que versa la litis planteada, que por expreso mandato estatutario, como 
se ha señalado, requiere el previo acuerdo del órgano social competente (Consejo 
de Dirección) para ejercitar la acción deducida.

La  parte  demandante  no  aportó  dicho  acuerdo,  ni  copia  ni  certificación  que 
acreditaran  su  adopción,  por  lo  que  no  pudo  plantear  la  litis  sin  tal  acuerdo 
válidamente  adoptado;  no  habiéndose  estimado  así  por  el  Juez  a  quo,  el  fallo 
dictado ha infringido el artículo 269.2 en relación con los artículos 266.5 y 403, todos 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  no  debiendo  haberse  admitido  la  demanda 
deducida por  la  Sociedad General  de Autores y  Editores  al  faltar  dicho acuerdo 
social, por lo que al haberse hecho se ha incurrido en las infracciones denunciadas 
por lo que debe revocarse el fallo dictado.

SEGUNDA.- En relación al fondo del asunto: 

A) En primer lugar, el fallo dictado es incongruente en relación con las peticiones de 
las partes y con los planteamientos de éstas.

Los demandantes instaron el  procedimiento interesando,  en primer lugar,  que se 
declarase  “Que  la  utilización  de  la  dirección  de  internet  www.putasgae.org, 
perteneciente al dominio de la página “web” http://www.internautas.org, y que dirige 
sus  comunicaciones  a  la  página  http://antisgae.internautas.org,  titularidad  de  la 
Asociación  de  Internautas,  supone  una  intromisión  ilegítima  en  el  derecho 
fundamental al honor de la Sociedad General de Autores y Editores.”

Dicho  pronunciamiento,  no  ha  sido  estimado  por  el  fallo  dictado.  Así  resulta 
claramente del apartado primero de la parte dispositiva del fallo: “Que la utilización 
de la dirección de internet “w.w.w.putasgae.org” supone una intromisión ilegítima en 
el derecho fundamental al honor de la Sociedad actora.”

Ni que decir tiene que la diferencia entre la petición y el fallo dictado es significativa; 
tan es así, que en la propia fundamentación del mismo (apartados Cuarto y Quinto) 
se  justifica  la  verdadera  causa  o  motivo  por  el  cual  el  Juez  a  quo  considera 
procedente la estimación de la demanda y,  así, razona que resulta irrelevante la 
titularidad o no del dominio de internet www.putasgae.org por la entidad demandada, 
puesto que en cualquiera de los casos habría de responder incluso por el simple 
hecho  de  ser  el  prestador  del  servicio  que  presta  el  dominio  o  subdominio, 
precisando que quien presta un servicio ha de controlar lo que se publica, pudiendo 
y debiendo impedir que se publiquen contenidos ilícitos.

Ello, sin embargo, como se ha relatado, pugna con los razonamientos y pedimentos 
de  la  demanda;  de  hecho,  los  demandantes  así  lo  sostienen  en  el  fundamento 
fáctico  tercero,  contradicho incluso  por  la  persona que depuso en la  vista  como 
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perito (vide grabación de la vista) al negar la pertenencia afirmada en la demanda y 
postulada el apartado 1) de la primera parte de la solicitud pretendida.

En  segundo  lugar,  el  fallo  dictado  resulta  asimismo  incongruente  al  incurrir  en 
evidentes contradicciones. Así, pese a no sostener en el fallo la pertenencia a la 
entidad  demandada  del  dominio  controvertido  y  calificado  de  contrario  como 
atentatorio  al  honor  de  la  entidad  demandante,  con  la  relación  de  titularidad 
dominical  arriba  referida,  condena  a  una  obligación  de  hacer  de  cumplimiento 
imposible para mi mandante; efectivamente, los puntos a) y b) del apartado segundo 
de la  parte  dispositiva  del  fallo  establecen que la  demandada debe cesar  en  la 
perturbación ilegítima de los demandantes “Eliminando la expresión “putasgae” de la 
dirección de internet “w.w.w.putasgae.org” así como de todos los artículos y enlaces 
en  que  se  contenga  dicha  palabra  que  sean  divulgados  o  esten  contenidos  en 
cualquiera de las páginas pertenecientes al dominio de la página web titularidad de 
la demandada  http://w.w.w.internautas.org y en esta misma página”, y “Eliminando 
de las páginas arriba reseñadas las expresiones atentatorias contra el derecho al 
honor de los actores”.

En consecuencia, esas partes dispositivas del fallo incurren en contradicción con la 
petición de la demanda, como se ha señalado y con la fundamentación del fallo 
mismo, ya que dicha fundamentación sostiene la irrelevancia de la titularidad del 
dominio w.w.w.putasgae.org, pero, sin embargo, sin dicha titularidad, tal y como se 
adelantó en la contestación a la demanda, para mi mandante resulta una obligación 
de imposible cumplimiento, amén de ser contradictoria con la irrelevancia y amén de 
resultar contradictoria con el punto 2) del apartado primero de la parte dispositiva del 
fallo que únicamente considera, respecto de mi mandante, “la divulgación” desde la 
página http://antisgae.internautas.org.

En tercer lugar, el fallo dictado contradice, sin ofrecer justificación ni razonamiento 
alguno,  un  hecho  indubitado  cual  es  la  pertenencia  a  la  entidad  demandante 
Sociedad  General  de  Autores  y  Editores  de  un  dominio  de  internet  de  idéntica 
denominación que el calificado como atentatorio alojado en su propio servidor de 
internet  con la  única diferencia de la extensión del  dominio:  w.w.w.putasgae.com 
(documentos 9 a 11 de la contestación a la demanda). Dominio, además reivindicado 
y conferido para dicha entidad en un procedimiento arbitral, dominio “putasgae” que 
no puede entrañar  intromisión alguna para  la  entidad demandante cuando lo  ha 
hecho suyo y en lugar de destruirlo lo mantiene alojado en su propio servidor. 

Esta  parte  considera  que  todas  y  cada  una  de  esas  contradicciones  suponen, 
asimismo,  una  infracción  del  derecho  fundamental  a  la  tutela  judicial  efectiva 
reconocido en el artículo 24 de la Constitución.

B) Infracción de los artículos 18 y 20 de la Constitución y normas de desarrollo que 
garantizan el derecho al honor, así como infracción de la Ley 34/2002 de Servicios 
de la Sociedad de la Información.

Respecto  de  las  personas  jurídicas,  aunque  de  acomodo  casi  imposible  en  tal 
precepto, también viene predicándose una suerte de derecho al honor que se ataca 
cuando  se  desprestigia  profesional  y  socialmente  con  repercusión  en  el  ámbito 
patrimonial;  sin  embargo,  como  consta  acreditado  por  la  documental  aportada, 
consistente  en  las  cuentas  y  resultados  económicos  de  la  entidad  demandante 
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Sociedad General de Autores y Editores, ningún daño se le ha podido causar ni 
generar a su honor, cuando, antes al contrario, la finalidad de la plataforma cuyos 
contenidos  han  sido  considerados  atentatorios  al  honor  por  el  fallo  impugnado, 
oponerse a la implantación de un canon en los soportes digitales vírgenes, no ha 
obtenido  resultado alguno,  sino  todo lo  contrario:  implantación  del  citado canon, 
incremento  relevante  de  los  resultados  económicos  de  la  entidad,  siempre 
capitaneada por el codemandante que lejos, por tanto, de ver mancillado su honor, 
buen nombre y prestigio profesional, ha seguido dirigiendo la entidad demandante, 
año tras año, obteniendo unos excelentes resultados económicos y, a despecho de 
la pretendida intromisión ilegítima en su fama y buen nombre, ha seguido obteniendo 
el respaldo y el reconocimiento social como acredita su continuidad al frente de la 
misma y la obtención por ésta de excelentes resultados económicos ejercicio tras 
ejercicio.

Es más, el fallo impugnado infringe el derecho fundamental al honor y normas de 
desarrollo por aplicación indebida de las mismas, así como el derecho a la libertad 
de  información  toda  vez  que  debió  dilucidar  en  primer  lugar  si,  conforme a  los 
postulados y pretensiones de los demandantes, mi mandante era titular del dominio 
de Internet controvertido y calificado per se como un insulto a una persona jurídica, 
estableciendo o llegando a conclusión cierta al respecto, que era lo postulado de 
contrario y con ello a la autoría de los contenidos tenidos por afrentosos. En lugar de 
hacerlo,  la  fundamentación del  fallo  impugnado considera ese hecho irrelevante, 
aplicando  la  teoría  de  la  responsabilidad en  cascada olvidando  toda  la  doctrina 
constitucional y jurisprudencia acerca de lo que ha venido en denominarse “técnica 
del  reportaje  neutral”,  lo  cual,  trasladado  al  presente  caso,  conduce  a  que  la 
conducta de mi mandante de actuar de simple “mirror” de contenidos elaborados por 
otros  posibilitando  un  espacio  en  su  servidor  de  Internet  para  que  esos  otros 
dispusieran sus propios contenidos, opiniones, informaciones…, los considerados 
afrentosos por los demandantes, pero sin tomar parte alguna en su elaboración ni 
divulgación, manteniendo una neutralidad respecto de tales contenidos ajenos; tan 
es así, que en la contestación a la demanda sí se reseñan y de forma abundante 
muchas de las iniciativas, campañas y opiniones de la entidad demandante, ninguna 
de las cuales ha merecido reproche alguno por parte de los demandantes que, en 
todo momento, se refieren a los contenidos editados y confeccionados por otros, 
habiendo permanecido mi mandante ajena a la generación de tales contenidos; en 
este  sentido,  la  doctrina  del  Tribunal  Constitucional  enseña  que  los  medios  de 
comunicación  -que  es  al  fin  y  a  la  postre  la  calificación  que  subyace  en  la 
fundamentación del fallo- no son responsables de los posibles daños provocados por 
una información cuando no han intervenido en su elaboración, al limitarse a recoger 
lo que otros han dicho; así, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 15 de julio de 
1999, en su fundamento jurídico 4º, lo aclara del siguiente modo: “(…) estaremos 
ante un reportaje neutral si el medio de comunicación se ha limitado a cumplir su 
función transmisora de lo dicho por otro, aunque él haya provocado esa información, 
siempre que no la manipule mediante su artero fraccionamiento en el de un reportaje 
de  mayor  extensión,  interfiriendo  en  su  discurrir  con  manifestaciones  propias, 
componiéndolo con textos o imágenes cuyo propósito sea, precisamente, quebrar la 
neutralidad del medio de comunicación respecto de lo transcrito (…)”.

¿Cómo ha mantenido mi mandante su neutralidad sobre los contenidos tildados de 
contrario como afrentosos?

En primer lugar, ya que dependía de ella misma, no disponiendo en su servidor de 
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una denominación injuriosa per se como es calificada la de anteponer la expresión 
“puta” a unas siglas, sino otra bien distinta: http://antisgae.internautas.org.

En segundo lugar, facilitar dicho espacio para que los autores de tales contenidos 
dispusieran  los  mismos  como  mejor  tuvieran  por  conveniente,  sin  realizar 
interferencia  alguna en el  buen entendido de que la  propia entidad demandante 
había  reclamado  y  obtenido  para  sí  misma  de  un  dominio  con  la  misma 
denominación pero de extensión distinta, .com en lugar de .org, lo que había privado 
a los integrantes de la Plataforma de coordinación de movilizaciones contra la SGAE 
sin que hubiera constancia de que tales contenidos los considerara ilícitos, ni civil ni 
penalmente,  discutiéndose  la  titularidad  del  dominio  como  un  caso  de  simple 
“ciberocupación” de un dominio.

Y, en tercer lugar, en un espacio muy breve de tiempo nada más tener conocimiento 
de la existencia de la demanda iniciadora de las actuaciones, mi mandante requirió 
formalmente  a  los  integrantes  de  la  citada  plataforma  para  que  retiraran  de 
inmediato todos y cada uno de sus contenidos a los que podía accederse desde el 
espacio  web  habilitado  en  el  servidor  de  la  entidad  demandada,  considerados 
afrentosos por  los  demandantes,  de  forma cautelar  y  hasta que se resolviera  el 
procedimiento. Ni que decir tiene que ese requerimiento fue atendido, no así el de su 
obligación  de  comparecer  en  el  juicio,  siendo,  sin  embargo,  considerada  esa 
conducta  diligente  de  mi  mandante  como  una  supuesta  maniobra  para  destruir 
pruebas; nada más lejos de la realidad.

Esos hechos son incontrovertidos y,  sin embargo,  carecen de relevancia para el 
Magistrado a quo porque considera que, tanto si  mi  mandante es o no autora y 
responsable  directa  de  tales  contenidos  afrentosos  y  titular  o  no  del  dominio 
considerado afrentoso, que no lo es como relata expresamente la fundamentación 
jurídica  del  fallo,  apartado quinto  de  la  misma,  “Lo cierto  es  que la  demandada 
afirma, y ello sería en cualquier caso innegable que ha servido de “mirror” de los 
contenidos elaborados por la Plataforma y que ofreció albergue a dicha plataforma 
para  que  publicara  sus  contenidos”,  será  siempre  responsable  solidaria  por 
negligencia  al  no  ejercitar  un  control  sobre  lo  que  posibilita  que  sea  publicado, 
aplicando, como se ha señalado, toda la doctrina de la responsabilidad en cascada 
existente para los medios de comunicación tradicionales, pero dejando de lado la 
aplicación práctica de la neutralidad informativa que hubiera resultado aplicable en 
este  caso  concreto  que  es,  en  definitiva,  lo  que  nos  enseña  siempre  toda  la 
jurisprudencia  cuando  trata  de  abordar  el  discernimiento  entre  la  libertad  de 
expresión y de información frente al derecho al honor, que requieren un cuidado y 
elaborado estudio de cada caso.

Y en este caso concreto, por las peculiaridades del medio en que han tenido lugar 
los hechos, sí era relevante el establecer la titularidad del dominio, ya que la de los 
contenidos aparece acreditada en el fallo impugnado, y la exacta relación entre mi 
mandante y la referida Plataforma de movilizaciones como prestador de servicios de 
la Sociedad de la Información, lo que, en sentido contrario al sostenido por el fallo 
recurrido, también exonera a mi mandante de la responsabilidad que el fallo atribuye 
por “la divulgación”, entrando en contradicción con la fundamentación del fallo que 
no refiere que mi mandante realizara actos de divulgación, sino que posibilitó que los 
contenidos ajenos fueran publicados, actos bien distintos en relación con el medio 
de que hablamos:  Internet.  Tan es así  que existe  legislación específica sobre la 
materia. 
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En  efecto,  la  Ley  34/2002,   de  11  de  julio,  de  Servicios  de  la  Sociedad  de  la 
Información y de Comercio electrónico, no establece ni impone obligación de control 
previo sobre los contenidos ajenos, control previo que sí defendió el Ministerio Fiscal 
en el acto de la Vista, a despecho de la Constitución que prohíbe la censura previa y 
en  contra  de  la  citada  normativa;  control  en  el  que  se  basa,  asimismo,  el  fallo 
impugnado para sostener  la  responsabilidad de mi  mandante  por  los contenidos 
ajenos. En el acto del juicio se llegó a sostener de contrario que la referida norma no 
era aplicable al  caso basándose en que los hechos habían ocurrido antes de la 
entrada en vigor de la citada norma, producida en octubre de 2002.

Como consta en el  documento número 4 de la demanda, las impresiones de las 
páginas web que obran en el mismo fueron obtenidas en fecha de 3 de diciembre de 
2002,  sólo  dos días después de que los contenidos de la  Plataforma resultaran 
accesibles también desde el subdominio habilitado en http://antisgae.internautas.org, 
como es de ver en dicho documento.

Sin embargo, no han tenido en cuenta dos hechos fundamentales: el primero, que 
los hechos enjuiciados no se remontan a la fecha de la primera publicación de tales 
contenidos sino desde que, según el fallo de instancia, mi mandante se ha colocado 
en una posición jurídica que ha posibilitado su condena según el fallo impugnado 
(“(…)  expresiones destacadas en los  Hechos Cuarto  y  Quinto  de la  demanda y 
contenidas  en dicha página a la fecha de presentación de la demanda (…)”) y de 
conformidad con la súplica de la demanda (“(…) las expresiones destacadas en los 
Hechos Cuarto y Quinto de esta demanda, y contenidas en dicha página a la fecha 
de presentación de la demanda (…)”), es decir, desde que se ha posibilitado por mi 
mandante que se publiquen tales contenidos ajenos; ése es el hecho enjuiciado y 
resuelto, siendo de aplicación a tal hecho, de fecha acreditada como muy pronto la 
de 3 de diciembre de 2002, según resulta del documento número 4 de la demanda, y 
si atendemos al fallo impugnado y a la demanda “a la fecha de presentación de la 
demanda”, de forma clara y rotunda resulta aplicable la citada Ley 34/2002, y con 
ella  sus  disposiciones  que  establecen,  a  los  efectos  que  aquí  importan,  la 
inexistencia de una obligación de realizar  un control  previo  sobre los contenidos 
ajenos (art. …. de la citada Ley) y la inexistencia de responsabilidad de mi mandante 
por haber realizado la función de “mirror” de contenidos ajenos como relata el fallo 
recurrido (art. …. de la misma Ley) que, por ello, han resultado asimismo infringidos.

Incluso admitiendo, a título de simple hipótesis, la no aplicabilidad de la citada Ley a 
los hechos enjuiciados, atendiendo a la fecha de publicación primigenia que consta 
en los contenidos de la Plataforma y es de ver en el documento número 4 de la 
demanda, nos encontramos que con anterioridad a la promulgación de la citada Ley 
34/2002 ya existía la Directiva 2000/31/CE del Parlamento europeo y del Consejo, 
de 8 de junio de 2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de 
la sociedad de la información, en particular el comercio electrónico en el mercado 
interior (Directiva sobre comercio electrónico) (publicada en el Diario Oficial de las 
Comunidades  Europeas  de  17  de  julio  de  2002)  que  en  la  fecha  estimada  de 
contrario,  año  2002  (mayo  a  julio  de  2002),  debía  haber  sido  transpuesta  al 
Ordenamiento jurídico interno, según dispone su artículo 22 (Trasposición) “antes del 
17 de enero de 2002”,  directamente aplicable,  por  tanto,  al  haberse excedido el 
plazo de trasposición a la legislación nacional.

Ni que decir tiene que la citada Directiva no contiene disposiciones contrarias a las 
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de  la  Ley  34/2002,  promulgada  precisamente  para  trasponer  la  citada  directiva 
comunitaria. Y así, no sólo las definiciones y conceptos jurídicos de prestadores de 
servicios son coincidentes, sino que incluso  el artículo 15.1 de la citada Directiva 
dispone que “Los Estados miembros no impondrán a los prestadores de servicios 
una obligación general de supervisar los datos que transmitan o almacenen, ni una 
obligación general de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que 
indiquen actividades ilícitas, respecto de los servicios contemplados en los artículos 
12  (servicios  de  mera  transmisión),  13  (servicios  de  memoria  temporal)  y  14 
(alojamiento de datos).” 

En  lo  que respecta  a  la  conducta  exigible  al  prestador  de  servicios  para  poder 
disfrutar de esa exoneración de responsabilidad por contenidos ajenos que la citada 
Directiva  impone  a  los  Estados  miembros,  el  prestador  debe  no  modificar  la 
información, no interferir en el uso lícito de la tecnología y debe, finalmente, actuar 
con prontitud para retirar la información o impedir el  acceso a la misma “cuando 
tengan conocimiento efectivo de que la actividad a la información es ilícita y, en lo 
que se refiere a una acción por daños y perjuicios, no tenga conocimiento de hechos 
o circunstancias por los que la actividad o la información revele su carácter ilícito, o 
de que (…) en cuanto tenga conocimiento de estos puntos, el prestador de servicios 
actúe  con  prontitud  para  retirar  los  datos  o  hacer  que  el  acceso  a  ellos  sea 
imposible.”

Ni que decir tiene que mi mandante actuó con la celeridad suficiente desde que tuvo 
el  conocimiento,  sino  efectivo  sí  al  menos  cautelar,  de  que  existían  contenidos 
ajenos susceptibles  de  ser  ilícitos,  sin  que  ni  siquiera  llegar  a  ser  necesaria  su 
intervención directa impidiendo el acceso ni retirando los datos al haberlo hecho los 
propios responsables de tales contenidos. Sin embargo, el  fallo impugnado no le 
exonera de responsabilidad, sino todo lo contrario, se la atribuye por negligencia al 
no  haber  realizado  un  control  previo  de  contenidos  ajenos,  con  lo  que  resulta 
evidente que el fallo impugnado ha ignorado esa falta de obligación de control previo 
atribuyéndole toda la responsabilidad, incluso en el orden económico, por contenidos 
ajenos,  a  pesar  incluso  de  que  en  un  exceso  de  celo,  dado  que  no  existía 
“conocimiento  efectivo”  de  que  tales  contenidos  resultaran  ilícitos,  iniciara  las 
actuaciones pertinentes para impedir el acceso a tales contenidos antes de existir 
ese conocimiento efectivo de que era ilícitos.

Si  a  mi  mandante,  en  lugar  de  disponer  de  muchos  subdominios  como  el 
controvertido, hubiera dispuesto de cientos de miles o de millones de ellos como 
ocurre con todos los prestadores de servicios de alojamiento de datos, difícilmente 
se  le  hubiera  podido  tildar  de  negligente  puesto  que  le  resultaría  materialmente 
imposible ejercer cualquier clase de control previo; y en el caso de mi mandante, 
como  consta  en  el  interrogatorio  de  su  legal  representante,  no  existe  personal 
dedicado profesionalmente, sino personas que colaboran voluntariamente por lo que 
exigirles un plus como el que pretende el fallo de instancia no sólo les deja en peor 
situación que empresas muy importantes como Terra, Wanadoo, Ya.Com, etc., que 
disponen de cientos de miles de subdominios, páginas personales, etc., sino que 
además les sitúa en una posición de indefensión sempiterna, salvo que ejercite la 
censura  previa,  que  como  es  bien  sabido  está  expresamente  prohibida  por  la 
Constitución.

Tercera.- Falta de congruencia en la determinación del quantum indemnizatorio.
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Puesto que el fallo impugnado declara que las expresiones afrentosas constitutivas 
de la intromisión ilegítima son las que existían “a la fecha de la demanda” (sic), la 
cuantificación atendiendo a lo solicitado por los demandantes resulta de todo punto 
desproporcionada ya que a mi mandante únicamente le puede ser exigido el espacio 
temporal que media entre la presentación de la demanda y el fallo dictado, plazo de 
tiempo que ni siquiera le es imputable porque esta parte carece de todo control y 
disponibilidad sobre los plazos procesales.

Amparar la indemnización por el plazo de más de dos años pretendido de contrario y 
no explicitado en el fallo carece de todo rigor y sustento probatorio; es más, consta 
acreditado que los demandantes interesan la condena por “la divulgación” de las 
expresiones afrentosas “a la fecha de presentación de la demanda”; no existe plazo 
temporal  alguno tan prolongado como el  pretendido de contrario,  puesto que de 
inmediato  que  a  mi  mandante  le  fue  notificada  la  demanda  hizoo  los  pasos 
necesarios para impedir el acceso o la retirada de las expresiones de forma cautelar; 
en consecuencia, ese elemento determinante del quantum indemnizatorio debe ser 
eliminado y  con  ello  reducido  cuando menos a  una parte  ínfima de la  cantidad 
pretendida de contrario dado el reducido lapso de tiempo y no al contrario, máxime 
cuando el criterio de la perpetuación en el tiempo de la lesión no puede ser algo 
buscado de propósito sino que es consustancial al medio.

Es más,  tampoco el  Magistrado a quo acierta  a fundamentar  la procedencia del 
mismo importe indemnizatorio de la entidad y de la persona física que, por ello, 
dejan indefensa a esta parte frente a tal igualitaria estimación que, además, carece 
de fundamento y resulta evidentemente desproporcionada en atención al criterio de 
la gravedad.

Tampoco resulta admisible atender al criterio de la pretendida difusión o audiencia 
del medio en que se ha producido que es internacional, porque si ha existido ataque 
al honor éste lo que persigue por definición es dañar la fama y el buen nombre, el 
prestigio, pero esa audiencia no es amplia como el medio sino limitada y sesgada al 
estar elaborada en un idioma en concreto (español) y versar sobre una problemática 
concreta (canon en los soportes digitales vírgenes).

Asimismo, no resulta admisible el criterio de la perpetuación de la lesión al haber 
sido  buscado  de  propósito  por  los  demandantes,  por  cuanto  que  si  tenían  el 
convencimiento de que los contenidos eran constitutivos de intromisiones ilícitas en 
su honor, tal conocimiento ya existió cuando plantearon el procedimiento arbitral de 
reclamación sobre el dominio “putasgae.com” sin que lo hicieran, dejando transcurrir 
el tiempo de forma voluntaria, deliberada y consciente, sin que ese transcurso del 
tiempo  pueda  operar  en  contra  de  la  demandada  que,  lejos  de  permitir  tal 
perpetuación, de inmediato, al conocer la existencia del procedimiento judicial inició 
diligentemente los pasos para impedir cautelarmente que pudiera seguir ocurriendo, 
sobre  todo  si  atendemos a  que  son  los  propios  demandantes  quienes  imputan, 
criterio acogido por el fallo impugnado, las intromisiones “a la fecha de presentación 
de la demanda”.

Cuarta.- Improcedencia de la condena en costas.

Como se ha reseñado más arriba,  no  es  cierto  que el  fallo  de  instancia  estime 
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íntegramente la demanda, sino que se ha producido una estimación parcial.  Esta 
parte  recurrente  debe  reiterar  que  las  pretensiones  de  los  demandantes  están 
articuladas en el escrito de demanda y convenientemente detalladas en la súplica de 
la misma, en la que se pretendía la declaración de que “la utilización de la dirección 
de  internet  www.putasgae.org,  perteneciente  al  dominio de  la  página  “web” 
http://www.internautas.org ,  y  que  dirige  sus  comunicaciones  a  la  página 
http://antisgae.internautas.org,  titularidad de la  Asociación  de  Internautas,  supone 
una  intromisión  ilegítima  en  el  derecho  fundamental  al  honor  (…)”,  justo  en 
concordancia con los hechos segundo y tercero aducidos en la demanda.

Sin  embargo,  resulta  palmario  y  evidente  que  el  fallo  no  declara  tales,  ni  la 
pertenencia ni la titularidad, sino que declara algo bien distinto de lo pretendido de 
contrario al formular la demanda y con ella sus pretensiones: “Que la utilización de la 
dirección  de internet  “w.w.w.putasgae.org”  supone una intromisión  ilegítima en el 
derecho fundamental al  honor (…)”,  de lo que resulta evidente la inexistencia de 
estimación íntegra de la demanda, como sostiene infundadamente el Magistrado a 
quo,  motivo  por  el  cual  impone  el  pago  de  las  costas  procesales,  porque  una 
cuestión bien distinta es que el fallo se fundamente en una pretendida irrelevancia 
de  dicha  titularidad  y  pertenencia  del  dominio  y  otra  cosa  bien  distinta  es  lo 
pretendido de contrario con la declaración solicitada y que no ha tenido lugar, por lo 
que la estimación de la demanda no ha podido ser íntegra, sino parcial, conllevando 
la no procedencia de la condena en costas impuesta a mi mandante.

En virtud de todo lo expuesto,

SUPLICO  AL  JUZGADO que,  teniendo  por  presentado  este  escrito,  con  sus 
correspondientes copias, se sirva admitirlo, tener por interpuesto, en tiempo y forma, 
recurso de apelación frente a la resolución de que se ha hecho mérito en el cuerpo 
del escrito para ante la  Audiencia Provincial de Madrid a la que  SUPLICO que, 
teniendo  por  formulado  Recurso  de  apelación  frente  a  la  Sentencia  número 
126/2005, de 15 de junio, dictada por el Juzgado de Primera Instancia Número 42 de 
Madrid, en autos de Juicio ordinario 379/04, se sirva dictar nueva Sentencia por la 
que, estimando la alzada, se revoque la de instancia en el sentido de los motivos de 
impugnación expuestos.
En Madrid, a veintiuno de septiembre de dos mil cinco.

Ldo. Pedro Tur Giner
Colegiado 37638
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